
I. Introducción

El hombre no puede alcanzar sus fines
actuando aisladamente, requiere para
ello de la sociedad, de ahí su naturale-
za social como modo de ser. En primer
lugar, la familia, indispensable para el
nacimiento y formación de la persona,
luego la sociedad política o Estado y,
entre ambos, las instituciones denomi-
nadas intermedias. Por eso, el alcance
del bien individual material y espiritual
del hombre no puede conseguirse sino
en un medio social que a su vez alien-
te la consecución del bien común1. Es-
ta finalidad es la razón de ser del Es-
tado.

El Preámbulo de la Constitución Na-
cional condensa las decisiones polí-
ticas fundamentales y enuncia el
programa del constituyente. Sus
metas son las máximas por las que
el gobierno y cada uno de los habi-
tantes se deben guiar. Sus fines
obligan a gobernantes y gobern a-

dos a convertirlos en realidad:

“Constituir la unión nacional”, “Afian-
zar la justicia”, “Consolidar la paz in-
terior”, “Proveer a la defensa común”,
“Promover el bienestar general” y
“Asegurar los beneficios de la liber-
tad”.

La empresa común de los argentinos
enunciada necesita un ordenamiento
jurídico que le sirva de apoyo. El de-
recho objetivo tiene como misión ser-
vir al desarrollo y crecimiento de la
vitalidad de la sociedad, favorecien-
do el logro de sus múltiples objeti-
v o s .

Los derechos que la Constitución reco-
noce u otorga son la cobertura jurídi-
ca de diferentes valores2 que deben
hacerse vida en nuestra comunidad,
por eso el Estado no puede limitarse a
respetarlos sino que frente a ellos está
obligado a realizar prestaciones posi-
tivas de dar y de hacer a favor de sus
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titulares o sujetos activos, buscando así
promoverlos en forma permanente. 

Sin embargo existe una profunda
brecha entre lo declarado form a l-
mente por nuestra Constitución y su
real vigencia sociológica, brecha
que nos permite afirmar la falta de
coincidencia entre nuestra Constitu-
ción formal y la material, que es la
que realmente funciona, tiene vigen-
cia y se aplica3.

II. Derechos imposibles

Frente a los derechos constituciona-
les enunciados se levantan obstácu-
los de todo tipo que limitan de hecho
la libertad e igualdad de los hom-
b r e s .

El proyecto del constituyente represen-
ta una hoja de ruta que no supimos, no
pudimos o no quisimos poner en prác-
tica. Aquellos derechos que los hom-
bres no pueden ejercer y gozar por no
contar con las condiciones mínimas
necesarias se denominan derechos im-
posibles. Serrano señala alguno de
ellos4:

La marginalidad social y económica
en la que vive un alto porcentaje de
nuestra población: Cuatro millones de
personas entre desocupados y subocu-
pados, tres millones de trabajadores
del mercado informal y dos millones y

medio de jubilados tienen ingresos in-
feriores a los trescientos pesos por
mes.

Restricción presupuestaria e inversión
insuficiente de recursos en materia
educativa: En términos de inversión
educativa, el país está por debajo de
Corea, Grecia y México y muy lejos de
Estados Unidos y Canadá. Según da-
tos suministrados por la Unesco nues-
tro país invierte 1.287 dólares anuales
por alumno mientras que Canadá des-
tina 6.717.

El grave retroceso en la lucha con-
tra enfermedades infecciosas: Se ha
o b s e rvado un notable retroceso en el
combate contra enfermedades infec-
ciosas íntimamente ligadas a la po-
breza (por ejemplo el Mal de Cha-
g a s ) .

La pérdida de cobertura médica pa-
ra un amplio sector de la población:
Las personas de 20 a 29 años pre-
sentan los menores niveles de cober-
tura, es decir que en el período más
f é rtil, y cuando tienen mayores nece-
sidades, las mujeres están más des-
protegidas en la atención de su sa-
l u d .

En la Provincia de Buenos Aires, cua-
tro millones de habitantes carecen de
cobertura médica y deben atenderse
en hospitales que están en condiciones
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muy precarias por problemas presu-
puestarios.

El desabastecimiento de insumos asis-
tenciales es muy grave: Entre otros in-
sumos básicos faltan medicamentos,
vacunas, jeringas y elementos quirúr-
gicos.

El precio de los medicamentos: En la
Argentina se gasta por habitante 146
dólares anuales en medicamentos. De
esa cifra 118 dólares son pagados di-
rectamente por los interesados, es de-
cir que el 70 % de lo que se gasta en
medicamentos depende de la capaci-
dad de quien debe comprarlos.

La precarización de las relaciones la-
borales: En un proceso de sucesivas
modificaciones legislativas el gobierno
legitimó la precarización de las rela-
ciones laborales para dar un halo de
legalidad a situaciones de hecho pree-
xistentes.

El empleo infantil: Según estimaciones
del Ministerio de Trabajo, esta activi-
dad, prohibida por ley desde 1976,
alcanza a unos 500.000 menores de
15 años que se desempeñan en el co-
mercio, la venta ambulante o las ta-
reas agrarias.

La imposibilidad de acceder a una vi -
vienda digna: Según el censo nacional
de 1991 ya había un déficit de tres mi-
llones de viviendas. En la Ciudad de
Buenos Aires viven 400.000 personas
en situación de grave emergencia ha-
bitacional, ya sea por falta de casas o
por hacinamiento.

La inexistencia de un sistema integra-
do de asistencia jurídica gratuita: Las
instituciones que deberían garantizar
el acceso a la justicia tienen criterios
de organización, competencia y obje-
tivos diferentes. El alarmante aumento
de los nuevos pobres, o sea sectores de
la clase media afectados por el fuerte
aumento del desempleo, ha hecho que
la demanda de atención en dichos
centros haya aumentado considerable-
mente.

El derecho a la paz: Este derecho de
tercera generación es la cobertura ju-
rídica de valores que han dejado de
vivirse realmente no sólo en el ámbito
nacional sino también en el orden in-
ternacional.

Este fenómeno no se produjo de un día
para otro. Hubo un proceso de erosión
constitucional que se fue generando en
diversas etapas.

III. Modelos de desarrollo

Nuestro país tuvo dos modelos de de-
sarrollo: el agroexportador (1880
–1930) y el sustitutivo de importacio-
nes (1945–1976). El primero se basó
en los recursos naturales del país, con
el aporte de la inmigración y de la in-
versión extranjera para generar la in-
fraestructura necesaria. En 1930, este
modelo llega a su ocaso y se necesita-
ron quince años para gestar una nue-
va visión estratégica de la economía a
través del modelo de industrialización
impulsado por el Estado.

En 1973 la guerra de Medio Oriente
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condujo al crack del abastecimiento
energético en Europa mientras los pre-
cios internacionales del petróleo alcan-
zaban cotizaciones siderales. La reac-
ción de las potencias centrales consis-
tió en propiciar una revolución técnica
mundial cuyos efectos afectaron, tam-
bién, nuestra estructura económico
productiva. Las comunicaciones, la in-
formática, la satelística, la robótica, la
ingeniería genética y otros campos
evolutivos, confinan a un segundo pla-
no el dominio de los recursos naturales
y el trabajo5. Los nuevos factores rom-
pen la regla de oro del fordismo que
vinculaba el crecimiento económico
con la generación de empleo. La intro-
ducción de las nuevas tecnologías de-
termina que coexistan aumentos por-
centuales del producto bruto interno
con altos índices de desocupación, por
eso comienzan los problemas para el
Estado de Bienestar que se sostiene
con la incorporación de ciudadanos al
orden económico, en tanto, éstos son
asalariados. Cuando se suman las de-
mandas sociales y este Estado por su
propia lógica no puede satisfacerlas se
produce la reacción conservadora que
impone la flexibilización laboral. La
aparición del problema del desempleo
estructural torna imposible el sosteni-
miento de la masa de pasivos genera-
dos por el modelo proteccionista6.

En nuestro país, a partir de 1976, la

ofensiva conservadora tuvo por objeti -
vo reemplazar la distribución y pro-
ducción de bienes que nos caracteriza-
ba desde mediados del siglo XX.

El inicio de la transición democrática
no implicó una reorientación de la es-
trategia económica impuesta por la
fuerza desde el 76.

En los ochenta se produjo el desencan-
to respecto de la democracia para dar
respuesta a las necesidades materiales
y de mejora social de los individuos.

En los noventa se produjo la delega-
ción en un ejecutivo “decisionista” pa-
ra acelerar un proceso generalizado
de privatización que favoreció la apa-
tía ciudadana y fomentó el auge del
individualismo competitivo. 

Quiere decir que la imposibilidad ac-
tual de gozar los derechos consagra-
dos por la Constitución, para buena
parte de la población, es consecuencia
del cambio en el funcionamiento de la
economía que produjo la implantación
del nuevo patrón de acumulación
adoptado por la dictadura. Esta políti-
ca aperturista destruyó el aparato pro-
ductivo existente para dejar sin susten-
tación a las fuerzas políticas apoyadas
en el poder sindical e impedir la
aparición de movimientos populares
contestatarios cuya base material
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era el proceso de industrialización.

Esa es la bisagra que permite distin-
guir, junto con las nuevas bases tecno-
lógicas de la globalización, la vieja
cuestión social (explotación, condicio-
nes de trabajo) de la nueva cuestión
social (la exclusión).

IV. La nueva cuestión social

La cuestión social surge a fines del si-
glo XIX cuando el capitalismo comen-
zaba a ceder ante las luchas de las or-
ganizaciones sindicales para mejorar
su salario y modificar las pésimas con-
diciones que prevalecían en el espacio
de la producción (la fábrica) y de la
habitación de los obreros 7.

Entre nosotros, el estado liberal se hizo
cargo de esta cuestión social dando al
sistema educativo un rol decisivo en el
proceso de integración, sobre todo
desde lo simbólico. Así, la escuela for-
jó una identidad nacional que incluía
la movilidad social ascendente: el futu-
ro de los hijos sería mejor que el de los
padres. La integración se logró me-
diante la incorporación a un mercado
de trabajo que funcionaba cercano al
pleno empleo, tanto en el medio rural
como en el urbano8.

En el segundo modelo, el estado social

otorgó un rol decisivo a la promoción
y generalización del trabajo asalaria-
do y a la legitimidad de la dignidad
social (empleo de calidad, bien remu-
nerado, valor simbólico del trabajo y
la condición de trabajador, beneficios
sociales)9.

A comienzos de los setenta, al entrar
en crisis el Estado de Bienestar y forjar-
se una reestructuración conservadora
de las relaciones sociales aparece la
nueva cuestión social que hace refe-
rencia al fenómeno de la vulnerabili-
dad y exclusión de amplios sectores.
Las formas organizativas que eran fru-
to de la sociedad industrial también
van a cambiar. Al desaparecer el tra-
bajo como forma de cohesión social,
la demanda por justicia social se arti-
cula de otra manera.

La lucha contra la exclusión toma la
forma de organizaciones territoriales,
O N G S, iglesias, organizaciones de
carácter no partidarias, nuevos movi-
mientos sociales de carácter altruísta y
de economía social. 

Si bien este movimiento social no pare-
ce reconocer mediaciones políticas, y
aparece con mucha fragmentación in-
terna, se trata de un amplio sector que
lucha por mejorar su calidad de vida.
La fragmentación trajo aparejada la
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pérdida de lo público como el espacio
de encuentro social y de construcción
política y la sociedad termina aseme-
jándose a un archipiélago: islas de ac-
tores que buscan afirmar sus intereses,
e islas de instituciones que ya no pue-
den integrar de modo pleno las activi-
dades de los agentes sociales entre sí
para construir una racionalidad co-
mún10.

Por eso no basta con abogar por ma-
yor eficiencia, las respuestas que bus-
camos deben exceder la dimensión
técnica y esclarecer qué tipo de socie-
dad y qué tipo de crecimiento quere-
mos. 

V. La agenda social

En la república liberal se optó por una
sociedad civilizada donde la educa-
ción produjo una importante marca
identificatoria que duró más de un si-
glo. La Argentina del segundo modelo
optó por una sociedad constituida por
el reconocimiento de derechos socia-
les, poniendo en el trabajo la piedra
fundamental para la constitución de
identidades colectivas. En la actual al-
ternativa se reclama transitar hacia
una sociedad con un reconocimiento
básico y fundante de todos los actores
de la construcción social. El sentido
que se le atribuya al concepto de inclu-
sión social está dado por el propio mo-
delo de organización social que se

quiere construir, por eso la agenda so-
cial debe modificar los mecanismos so-
cietarios que producen y reproducen
la exclusión.

En este sentido, Amaya visualiza que
las políticas de la pobreza siguen sien-
do funcionales al clientelismo. En tanto
se saque de la discusión a la política
económica la preocupación se trasla-
da a la descripción del perfil de los po-
bres para diseñar múltiples programas
especiales. Buscando un concepto de
pobreza que sea relevante para la for-
mulación de políticas públicas trata de
identificar elementos de índole econó-
mica, comunes y generalizables para
establecer relaciones jerárquicas entre
dichos elementos. No hay duda de que
uno de los elementos comunes a todas
las situaciones de pobreza y que ocu-
pa un lugar jerárquicamente superior
es la insuficiencia de ingresos, y en
consecuencia, la principal fuente que
tienen las personas para generar in-
gresos es el empleo remunerado11.

La política social por sí sola no tiene
respuesta a la nueva cuestión social,
sino que debe vincularse a una política
económica de desarrollo, a una estra-
tegia que ponga en el centro la resolu-
ción de la problemática del desem-
pleo. 

La resolución de los problemas econó-
micos ocupa un primer plano de con-
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flictos: 18 millones de pobres, degra-
dación progresiva de las clases me-
dias, 20% de desempleo en la fuerza
de trabajo, 1.600.000 delitos por año,
mas de 30.000 hechos de violencia es-
colar anuales, son algunos indicadores
que no podrán modificarse por el efec-
to de una inyección de créditos o por
una expansión de las export a c i o n e s1 2.
Esto quiere decir que, más allá del asis-
tencialismo que imponen las circuns-
tancias, las presiones sociales seguirán
siendo muy grandes y se necesita una
fuerte política de integración. 

Se debe vincular el desempleo con el
progreso científico y tecnológico, con el
aumento de la productividad del traba-
jo y la política industrial. Además del
incremento del empleo debemos preo-
c u p a rnos por la calidad de la educa-
ción y la formación profesional, procu-
rando que las empresas y organizacio-
nes sean un lugar de aprendizaje.

La política social, por muy bien geren-
ciada, eficiente y transparente que sea
no resuelve el problema sino abarca lo
previsional, el empleo, la salud, la
educación, la regulación laboral, la
seguridad, etcétera. García Delgado
propone como agenda social13:

Política laboral progresiva: El objetivo
es ampliar la oferta de empleo, para
ello hay que aumentar la inspección,
reducir el horario de trabajo y dismi-
nuir el sobre trabajo.

La economía social: Como la econo-
mía del sistema capitalista no se va a
recuperar por mucho tiempo hay que
reconvertir parte del trabajo informal
en trabajo formal, a través del pasaje
de una economía de subsistencia a
una economía social.

Abono universal: El ingreso ciudada-
no o abono universal es definido como
una renta social primaria distribuida
igualitariamente de modo incondicio-
nal. Esta opción está pensada desde la
óptica del crecimiento económico arti-
culado con el desarrollo social.

Política para jóvenes: La inmensa
cantidad de jóvenes que viven en los
conurbanos de las grandes ciudades
y no tienen estudio, ni trabajo, ni fu-
turo, ha creado una subcultura de la
marginalidad, donde la incitación a
lo ilegal es grande, y donde las ten-
siones sociales no pueden ser resuel-
tas únicamente por el colegio, la fa-
milia o la iglesia.

Es necesario llevar a cabo políticas pú-
blicas que posibiliten empleos de pro-
ximidad, por ejemplo el cuidado de
enfermos, así como la creación de un
fondo especial de estímulos para jóve-
nes. 

Política social y territorio: La política
social y económica tiene que reorgani-
zar el territorio. La actual distribución
de la población es hija del industrialis-
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mo sustitutivo, de la gran concentra-
ción y del poder económico en las ciu-
dades del litoral. Pero ahora las indus-
trias ya no están, las fábricas queda-
ron desmanteladas y la gente a la de-
riva. Muchos de los problemas que
hoy nos aquejan reconocen una base
en los fuertes desequilibrios y desigual-
dades interregionales e intrarregiona-
les, producto de políticas que se formu-
lan desconociendo la diversidad del te-
rritorio. Es posible realizar acuerdos
con las provincias para implementar
programas de apoyo a pymes expor-
tadoras, de economía social, desarro-
llo de proveedores de grandes empre-
sas, programas de reforma agraria,
de distribución de tierras fiscales y de
reestatización de circuitos ferroviarios.
Las universidades nacionales podrían
desempeñar un nuevo e importante
papel en el ámbito de resolución de las
tensiones económico sociales, a través
de la transferencia científico tecnológi-
ca con empresas, con organizaciones
no gubernamentales, de economía so-
cial, así como elaborando programas
con el estado nacional, provincial y
municipal a través de la investigación,
la asistencia técnica y consultorías.

VI. El nuevo Estado

El olvido de las máximas constituciona-
les ha ocasionado una sociedad frag-
mentada, donde para algunos el pro-
blema es la inseguridad, para otros el
incremento en el precio de los alimen-
tos básicos, y para muchos la ausencia

de futuro. Trabajar sobre las causas o
sobre los efectos son los dos caminos
que se abren para hacer frente a una
sociedad partida que se debate entre
la ilusión de asistir a las víctimas del
modelo hasta que el crecimiento eco-
nómico llegue a todos, o ir hacia ade-
lante propiciando un nuevo modelo de
desarrollo que reconstituya el lazo so-
cial.

El énfasis está puesto en discutir el tipo
de funcionamiento económico que se
impone, el sistema de relaciones eco-
nómicas y el sistema institucional de
regulación de los mercados. Si ciertas
carencias básicas de ingreso fueran
resueltas de forma preventiva, sería
mucho más sencillo abordar los facto-
res socioculturales de la pobreza14.
Igualmente no podemos pensar que
asegurando a todos los ciudadanos un
ingreso mínimo de inserción pueda re-
solverse el problema de la exclusión.
Los planes universales deben articular-
se con los de empleo ya que el trabajo
sigue siendo el mejor vehículo de la
plena inserción social.

No hay dudas que resolver la nueva
cuestión social es la condición de un
nuevo modelo de crecimiento econó-
mico y distributivo del ingreso. Sin em-
bargo esta estrategia no despeja el in-
terrogante acerca del rol que jugará la
sociedad civil en este proceso. 

El movimiento social que está confor-
mado por tendencias organizativas
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que luchan contra la exclusión, aunque
no tiene una articulación política clara,
tendrá que definir cuál será su vincula-
ción con el Estado. Si la vinculación
surgirá a través de organizaciones al-
truistas, en términos de contención,
con énfasis en aspectos de trasparen-
cia, gasto y control de la política, o si
será a través de formas organizativas
que al luchar contra la exclusión forjen
su participación en las decisiones polí-
ticas del Estado. Si éste es el caso se
necesitará un Estado con proyecto.

Este proyecto tiene que revertir la dis-
tribución del ingreso y la tasa de de-
sempleo. La cohesión social que se
pretende tiene que ver con reconstruir
lo que destruyó la política aperturista:
el Estado proteccionista y el aparato
productivo nacional. Para ello necesi-
tamos la participación de las organi-
zaciones de la sociedad civil y de una
nueva orientación del mercado. Gar-
cía Delgado entiende que los ejes cen-
trales de la nueva estrategia económi-
ca de desarrollo son15:

Rol activo : Entre las políticas públicas
sobresalen aquellas vinculadas al con-
trol de los servicios públicos privatiza-
dos, del sistema financiero y previsio-
nal, el control del comercio exterior y
de la recaudación impositiva.

La fundamentación económica se vin-
cula con la utilización de los factores
de la producción tanto en bienes de
capital (capacidad instalada ociosa)

como en mano de obra (desempleo y
subempleo) y con los estímulos a la ex-
portación y a la sustitución de importa-
ciones que genera el tipo de cambio
real. 

Dimensión ética del desarrollo: El de-
sarrollo requiere exponer públicamen-
te los valores sobre los cuales se confi-
gura el proyecto de país. La dimensión
ética no se reduce exclusivamente a un
problema de responsabilidad social de
las empresas o de la conducta de los
funcionarios, tiene que ver con una es-
trategia que privilegie la inclusión de
mayor cantidad de trabajadores.

Cuando se habla de equidad y justi-
cia en la sociedad, está pendiente
por esclarecer cómo van a contribuir
al desarrollo los capitales fugados e
i n v e rtidos por los argentinos en el
e x t e r i o r. 

Activos estructurales: Entre los activos
de nuestra economía existen abun-
dantes recursos naturales: agrope-
cuarios, mineros, forestales, pesque-
ros, turísticos, etcétera. También ca-
be computar una mano de obra rela-
tivamente calificada con capacidad
para desarrollar actividades de alta
complejidad en la producción de
bienes y serv i c i o s .

La economía social: Existe gente vincu-
lada a cooperativas, huertas comunita-
rias, a empresas recuperadas, al mi-
crocrédito, trueque, que hay que ayu-
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dar a formalizar para potenciar el ca-
pitalismo asociativo.

Hay que modificar la ley del sistema fi-
nanciero, permitir refundar empresas
viables, descentralizar territorialmente
el crédito mediante un sistema de cajas
cooperativas locales y plantear nuevas
figuras jurídicas que permitan incorpo-
rar experiencias asociativas. El sistema
financiero definiría un nuevo marco
regulatorio para financiar capital de
trabajo y pre financiar exportaciones.

Mercosur: Aquí se observan tres cami-
nos posibles: el de los que piensan en
la necesidad de retroceder hacia una
zona de libre comercio y de romper el
Mercosur a favor del Alca con miras
a generar un eje conservador (Ar-
gentina, Chile y Uruguay); el cami-
no que se orienta a apoyar la inte-
gración con países vecinos en simi-
litud de planos con el Alca, pensan-
do en una serie de acuerdos comer-
ciales y económicos; y finalmente el
camino que afirma la integración
regional como una cuestión clave
para nuestro futuro, apuntando a
generar instituciones supranaciona-
les (moneda, justicia, parlamento) y
a reconstruir el Mercosur.

VI. Conclusiones

Las políticas neoliberales generan cri-
sis de representación y de legitimidad
porque los Estados dejan desampara-
dos a los ciudadanos, con gobiernos

que son responsables sólo ante los or-
ganismos multilaterales. 

Mientras la vida democrática tiene una
tendencia expansiva hacia la sociabili-
zación de todas las demandas, hacia
la participación en el poder político y
en los medios de producción, la ten-
dencia de los mercados es exactamen-
te la contraria, se orienta a la concen-
tración y privatización de todo, a una
mercantilización de las demandas, a
una desciudadanización.

El capitalismo sin regulaciones otorga
más poder a las empresas globales y
al sector financiero, en detrimento de
los parlamentos, estados y partidos. 

Los ciudadanos aparecen en debilidad
para modificar la actual situación des-
de los mecanismos representativos. Es-
ta perspectiva marca la fuerte transfor-
mación producida en la estructura de
poder, así la política, como actividad
destinada a transformar la realidad en
orden al mejoramiento de la condición
de vida de la gente, entra en crisis.

Es cierto que Argentina transita los
senderos de una de las crisis más pro-
fundas de su historia, que excede el
aspecto económico y social del país
para proyectarse sobre los valores que
edifican el tejido social de la comuni-
dad16. Pero la crisis también es un
punto de inflexión que nos coloca en
una situación novedosa al perm i t i r
cuestionarnos los argumentos prevale-
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16 Amaya, Jorge Alejandro, ob. cit. en nota 11, p. 11.



cientes en la década del noventa y po-
der pensar con mayor libertad sobre
nuestros intereses, valores y opciones
como nación independiente.

A partir de la crisis estamos redescu-
briendo nuestra sociedad, dónde esta-
mos, quiénes somos y adónde vamos.
Se abre la posibilidad de una nueva
visión que recupere la producción pa-
ra ponerla al servicio de todos. No
basta con abrir las fronteras fiscales,
hay que ampliar nuestras fronteras so-
ciales incluyendo millones de personas
que fueron excluidas de la producción,
del consumo y de los derechos de la
ciudadanía.

El nuevo proyecto colectivo tiene
que garantizar la integración social
de la población, por ello todo lo

que hagamos para educar a los ni-
ños y jóvenes incrementa nuestro
capital social y disminuye los verda-
deros gastos que implican los cir-
cuitos perversos de las detenciones
policiales, encarcelamientos y pro-
cesos judiciales.

La reconstrucción del contrato social se
logrará asegurando al gobernado el
ejercicio de las facultades que le co-
rresponden como individuo, como
miembro de la sociedad y como partí-
cipe del gobierno político. Para ello el
Estado debe remover los obstáculos
que imposibilitan la realización de los
derechos constitucionales. “La constitu-
ción de un país supone un gobierno
encargado de hacerla cumplir: ningu-
na constitución, ninguna ley se sostie-
ne por su propia virtud”17.
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17 Alberdi, Juan Bautista, Bases, Editorial Plus Ultra, San Pablo, Brasil, 1981, p. 133.


